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4.4 El 5 de marzo siguiente, la ejecutada Sonia Silvana Acosta Cardona aportó copia de la consignación realizada, por $12.670.412, para cancelar la totalidad de la obligación adeudada, así como la liquidación del crédito que realizó, y solicitó la terminación del proceso y el levantamiento de las medidas cautelares decretadas. Además, se estudiara la posibilidad de no condenarla en costas procesales, pues al momento de liquidar la obligación con el apoderado del ejecutante no hubo acuerdo sobre el monto a pagar
. 

(…)
4.7 Por auto del 21 de marzo se aprobó la liquidación del crédito, se declaró la terminación del proceso por pago total de la obligación y se ordenó el levantamiento de la medidas cautelares. 

(…)

Como lo enseñan las pruebas recogidas, el funcionario accionado decidió abstenerse de imponer costas a los ejecutados, porque el demandante dejó de objetar la liquidación que ellos presentaron, pero en tal forma desconoció el precepto transcrito, pues ante el pago de la obligación dentro del señalado término, inexorablemente debía hacer la condena, de la cual solo podría resultar exonerada la parte demandada si acreditaba que estuvo en disposición de pagar la deuda antes de la presentación de la demanda, mediante incidente que en este caso no se propuso.

El citado funcionario resolvió la cuestión con sustento en el artículo 446 del Código General del Proceso que regula lo relativo a la liquidación del crédito cuando se encuentra ejecutoriado el auto    que ordena seguir adelante la ejecución, o notificada la sentencia   que resuelve las excepciones, nada de lo cual acaeció en este proceso.

8. De esa manera las cosas, surge evidente que se comprometió de manera importante el debido proceso de que es titular el señor Julio Ernesto García Monsalve, al resolverse la cuestión con norma que no tenía aplicación en el caso concreto. En consecuencia, se confirmará el fallo impugnado. 
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SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, agosto catorce (14) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 291 del 14 de agosto de 2018

Expediente No. 66682-31-03-001-2018-00131-02
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por los señores Sonia Silvana Acosta y Julio César Chavarro Porras frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 31 de mayo último, en la acción de tutela que instauró el señor Julio Ernesto García Monsalve contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de esa localidad, a la que fueron vinculados los recurrentes. 
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado del peticionario los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El accionante instauró proceso ejecutivo contra los señores Sonia Silvana Acosta y Julio César Chavarro Porras, el que correspondió al Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal.
1.2 En el mandamiento de pago, librado el 1º de diciembre de 2017, se ordenó notificar personalmente a la parte ejecutada, con la advertencia de que contaba con cinco días para pagar la obligación y con diez para formular excepciones.
1.3 Debido a la práctica de las medidas cautelares solicitadas, los demandados se notificaron del mandamiento ejecutivo, el 28 de febrero de 2018 y pagaron la obligación en el término señalado.

1.4 El 5 de marzo pasado, los ejecutados presentaron la liquidación del crédito y solicitaron se ordenara la terminación del proceso por pago de la obligación, se levantaran las medidas cautelares y se evaluara la posibilidad de no condenarlos en costas. Esto último en razón a que “al momento de querer liquidar la obligación con el abogado… del demandante, el valor a pagar no coincidía con la liquidación proyectada… En caso de no proceder esta solicitud me acojo a las costas procesales que ese despacho liquide. Además de lo anterior el pago de la obligación se realizó dentro de los cinco días ordenados por nuestro ordenamiento jurídico, sin que existiera oposición alguna a la demanda”. Es decir que esa parte pidió al despacho se diera aplicación al artículo 440 del Código General del Proceso.

1.5 Para correr traslado de esa petición, el juzgado de conocimiento, erróneamente, procedió de conformidad con el inciso tercero del artículo 461 de ese estatuto procesal, que no aplica para estos casos. 
1.6 Dentro de ese término, el ejecutante manifestó estar de acuerdo con esa liquidación, pero que su contraparte debía ser condenada en costas, de acuerdo con el citado artículo 440.   

1.7 Por auto del 7 de marzo siguiente se accedió a la solicitud de terminación del proceso y de levantamiento de medidas cautelares. Sin embargo, se negó la solicitud de condena en costas procesales porque dentro del término de traslado no se objetó la liquidación del crédito, de acuerdo con el artículo 446 del CGP.
1.8 Esta última norma fue concebida para los casos en que se resuelvan excepciones de mérito, las cuales dejaron de ser formuladas en este proceso.
1.9 Frente a esa decisión interpuso recurso de reposición, con sustento en aquella norma, en la que además se establece que la solicitud de exoneración de costas se debe tramitar por incidente.
1.10 El juzgado demandado resolvió no reponerla ya que, teniendo en cuenta las tarifas fijadas por el Consejo Superior de la Judicatura y la naturaleza, calidad y duración de este proceso, no había lugar a fijar agencias en derecho. 
1.11 La acción constitucional es procedente al adquirir el asunto relevancia constitucional, haberse agotado los recursos en ese proceso que es de única instancia, se cumple el requisito de la inmediatez, la irregularidad alegada es decisiva y la providencia reprochada no es un fallo de tutela.
1.12 El funcionario accionado incurrió en los defectos sustantivo y procedimental absoluto, pues el juzgado decidió la cuestión con sustento en normas contrarias a la “realidad procesal”.  
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia. Para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado aplicar la normativa procesal adecuada y proceda a condenar y a liquidar las costas procesales causadas.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 21 de mayo pasado, el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal admitió la demanda y ordenó la vinculación de los señores Sonia Silvana Acosta y Julio César Chavarro Porras.
2. En el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El titular del juzgado accionado indicó que: a) la decisión en que encuentra el actor lesionados sus derechos se profirió en los términos de ley, pues este no se opuso a la liquidación del crédito; b) el accionante estuvo representado por profesional del derecho y c) la acción de tutela no es el medio para revisar las interpretaciones de los jueces ordinarios y, por tanto, el proceder del demandante es temerario.
2.2 Los vinculados manifestaron que: a) el ejecutante dejó de oponerse a la liquidación del crédito, oportunidad que tenía para cuestionar la falta de fijación de costas. Explicaron que el hecho de haber solicitado el pago de esos valores no suple la obligación establecida en el artículo 446 numeral 2 del Código General del Proceso, de presentar una liquidación alternativa; b) en la acción de tutela se incurrió en contradicción al afirmar que la norma citada solo es aplicable cuando se deban resolver excepciones de mérito o en el evento en que no se formulen en el término de diez días, concedido para ese efecto, cuando esto último fue lo que precisamente ocurrió en este caso; c) según el parágrafo quinto del artículo 3º del Acuerdo No. PSSA16-10554, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura, cuando la demanda prospere de forma parcial, el juez podrá abstenerse de condenar en costas y d) el juzgado accionado procedió de conformidad con las normas legales vigentes.    
3. Mediante sentencia del pasado 19 de junio, la funcionaria de primera instancia accedió al amparo solicitado y dispuso dejar sin efectos los autos de fechas 21 de marzo y 26 de abril de 2018, proferidos por el juzgado accionado y ordenó al titular de ese despacho  dar cumplimiento al artículo 440 del Código General del Proceso, a efectos de condenar y liquidar las costas procesales, para cuya fijación debía estarse a lo señalado en el artículo 2º del Acuerdo PSAA16-10554. Verificado el pago de esos valores debía dar terminación al proceso o, en caso de que a ello no se procediera, continuar el trámite a efectos de obtener la cancelación de ese monto.
Para decidir así, consideró que el juzgado accionado desconoció el procedimiento establecido en el citado artículo 440, ya que a pesar de que los ejecutados pagaron la obligación dentro de los cinco días siguientes a la notificación del mandamiento de pago y que el actor solicitó que se les ordenara pagar costas, el despacho negó esta última petición con el argumento de que la liquidación del crédito presentada por los demandados no había sido objetada, es decir que a pesar de que reconoce que el accionante pidió se realizara esa condena, la negó con sustento en un requisito que no exige la ley, pues la liquidación del crédito y la fijación de costas procesales, son dos figuras totalmente diferentes. Así mismo, dejó de acreditarse que los deudores estuvieran dispuestos a pagar antes de que se promoviera la demanda, como causal para exonerarlos de ese pago, circunstancia que, además, debía ser tramitada como incidente.
Frente al argumento del funcionario accionado respecto a que no había lugar a fijar agencias en derecho, de conformidad con el artículo 2º del Acuerdo PSAA16-10554, dijo que esta norma prevé un rango de tarifas que dependen de la gestión realizada, así, en uso de los elementos que se deben tener en cuenta para tasarlas, se ubica entre un mínimo y un máximo, pero no establecen la posibilidad de dejar de imponer condena en costas.
Para finalizar, estimó que en este caso se cumplen los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela frente a decisiones judiciales. 
4. Inconforme con el fallo los vinculados lo impugnaron. Aducen que en este caso se incumple el requisito de la subsidiariedad ya que no se interpuso recurso alguno frente al “auto en estudio, disponiendo la norma, que en caso de no estar de acuerdo, debería presentar una liquidación conforme lo considerara, situación que no ocurrio (sic)”. Citaron precedentes relativos a la improcedencia de la acción de tutela, cuando se dejan de agotar los recursos ordinarios. Solicitan negar la protección de derechos invocada por el actor y se mantengan incólumes las decisiones que reprocha. 

5. Aunque el funcionario accionado también impugnó ese fallo, su recurso fue declarado extemporáneo por esta Sala, mediante auto del 1º de agosto último.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela frente a la decisión por medio de la cual el juzgado accionado se abstuvo de condenar en costas a los demandados, dentro del proceso ejecutivo promovido por el demandante, a pesar de lo dispuesto en el artículo 440 del Código General del Proceso. De serlo, se analizará en esa determinación se incurrió en defecto que justifique conceder el amparo reclamado.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes
.:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes
: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 

4. Las pruebas documentales allegadas al expediente, acreditan los siguientes hechos: 
4.1 El señor Julio Ernesto García Monsalve, por medio de apoderado judicial, instauró acción ejecutiva contra los señores Sonia Silvana Acosta Cardona y Julio César Chavarro Porras, con el fin de obtener el pago de una obligación por $10.000.000, más los intereses moratorios
.
4.2 Por auto del 1º de diciembre de 2017 se libró mandamiento de pago y, entre otras órdenes, se dispuso notificar personalmente de ese proveído a los ejecutados, con la advertencia de que contaban con cinco días para pagar la obligación o diez para formular excepciones
.
4.3 Los demandados se notificaron el 25 de febrero de 2018

4.4 El 5 de marzo siguiente, la ejecutada Sonia Silvana Acosta Cardona aportó copia de la consignación realizada, por $12.670.412, para cancelar la totalidad de la obligación adeudada, así como la liquidación del crédito que realizó, y solicitó la terminación del proceso y el levantamiento de las medidas cautelares decretadas. Además, se estudiara la posibilidad de no condenarla en costas procesales, pues al momento de liquidar la obligación con el apoderado del ejecutante no hubo acuerdo sobre el monto a pagar
. 
4.5 Mediante proveído del 7 del citado mes se corrió traslado del anterior escrito, no se dijo a quién, por el término de tres días, para que se pronuncie, de conformidad con el artículo 461 inciso 3º del Código General del Proceso
. 
4.6 Dentro de ese lapso, el apoderado del actor manifestó estar de acuerdo con la liquidación presentada por la citada señora, pero que la  parte demandada debe ser condenada a pagar las costas de conformidad con el inciso 1º del artículo 440 del Código General del Proceso”
. 

4.7 Por auto del 21 de marzo se aprobó la liquidación del crédito, se declaró la terminación del proceso por pago total de la obligación y se ordenó el levantamiento de la medidas cautelares. 

Para decidir así, entre otras consideraciones, estimó el juzgado que la parte actora había omitido objetar aquella liquidación en los términos del numeral 2 del artículo 446 del Código General del Proceso, y por tal motivo no se podía acceder a su petición de costas
. 
4.8 El apoderado del ejecutante interpuso recurso de reposición frente a esa providencia. Adujo que aunque manifestó estar de acuerdo con la liquidación del crédito radicada por su contraparte, también solicitó se impusiera la condena en costas a que se refiere  el citado artículo 440. Cuestiona que si la liquidación del crédito era la adecuada cómo podía oponerse a ella. Además, esa norma regula precisamente los casos en los cuales se realiza el pago dentro de los cinco días siguientes a la notificación del mandamiento ejecutivo, mientras que el artículo a que hace referencia el juzgado, no guarda relación con esa circunstancia
.
4.9 El funcionario accionado resolvió no reponer la providencia impugnada en razón a que la parte actora dejó de oponerse a la liquidación del crédito y por tal motivo aceptó los valores allí señalados, sin que se puedan adicionar otros. De otro lado, dijo, tomando en cuenta las tarifas para las agencias en derecho establecidas en el Acuerdo No. PSAA16-10554 de 2016 y la naturaleza, calidad y duración de la gestión realizada, no hay lugar a fijarlas en este caso, pues para ese efecto es necesario que se haya dictado sentencia o auto que ordene seguir adelante con la ejecución, lo cual no sucedió en este proceso. Tampoco se evidencian otros gastos procesales
.  
5. Se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; la decisión en que encuentra el actor lesionado sus derechos fue recurrida; la tutela se propuso de forma oportuna; las irregularidades alegadas son decisivas; se identificaron los hechos generadores de la vulneración y no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.

6. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el demandante lesionados sus derechos, porque el juzgado accionado, en el auto que ordenó la terminación del proceso ejecutivo adelantado por el accionante, actuó al margen de las normas procedimentales que regulan la materia, ya que se abstuvo de condenar en costas a los demandados.

6.1 La Corte Constitucional, en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental…”
 

De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

7. El artículo 440 del Código General del Proceso, en su parte pertinente, dice: “Cumplida la obligación dentro del término señalado en el mandamiento ejecutivo, se condenará en costas al ejecutado, quien sin embargo, podrá pedir dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación del auto que las imponga, que se le exonere de ellas si prueba que estuvo dispuesto a pagar antes de ser demandado y que el acreedor no se allanó a recibirle. Esta petición se tramitará como incidente que no impedirá la entrega al demandante del valor del crédito.”

Como lo enseñan las pruebas recogidas, el funcionario accionado decidió abstenerse de imponer costas a los ejecutados, porque el demandante dejó de objetar la liquidación que ellos presentaron, pero en tal forma desconoció el precepto transcrito, pues ante el pago de la obligación dentro del señalado término, inexorablemente debía hacer la condena, de la cual solo podría resultar exonerada la parte demandada si acreditaba que estuvo en disposición de pagar la deuda antes de la presentación de la demanda, mediante incidente que en este caso no se propuso.

El citado funcionario resolvió la cuestión con sustento en el artículo 446 del Código General del Proceso que regula lo relativo a la liquidación del crédito cuando se encuentra ejecutoriado el auto    que ordena seguir adelante la ejecución, o notificada la sentencia   que resuelve las excepciones, nada de lo cual acaeció en este proceso.

8. De esa manera las cosas, surge evidente que se comprometió de manera importante el debido proceso de que es titular el señor Julio Ernesto García Monsalve, al resolverse la cuestión con norma que no tenía aplicación en el caso concreto. En consecuencia, se confirmará el fallo impugnado. 
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 31 de mayo pasado, dentro de la acción de tutela formulada por el señor Julio Ernesto García Monsalve contra el Juzgado Segundo Civil Municipal de esa localidad, a la que fueron vinculados los señores Sonia Silvana Acosta y Julio César Chavarro Porras. 
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA
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